


   

 

presentó demanda de juicio ordinario, en donde se exponían los 

hechos que constan en la demanda y que en aras a la brevedad 

se dan por reproducidos y, tras alegar los fundamentos 

jurídicos que estimó aplicables al caso, terminó suplicando se 

dicte sentencia por la que:   

 ACCIÓN DE NULIDAD DE CONDICIONES GENERALES DE LA CONTRATACIÓN 

suscrito entre la demandante y la demandada, BANKINTER CONSUMER FINANCE 

E.F.C., descrito en el Hecho Segundo de la demanda, Y: 

 DECLARE LA NULIDAD POR ABUSIVAS DE LAS CLÁUSULAS: 

 - CLÁUSULA QUE ES  

  

 - COMISIÓN POR DISPOSICIÓN DE EFECTIVO.- 

 - FACULTADES DE LA ENTIDAD. (10. Modificaciones) 

 - COMISIÓN DE RECLAMACIÓN.-  

 - COMISIÓN DE EXCEDIDO.-  

 Y CONSECUENTEMENTE CONDENE A BANKINTER CONSUMER SA A: 

 - A aportar a los Autos, para su correcta ejecución el cuadro de 

liquidación del crédito con todas las disposiciones efectuadas por la 

demandante, los intereses, comisiones, seguros, o cualesquiera otros 

conceptos abonados por la demandante desglosados. 

 - A calcular y a abonar, a la demandante, la cantidad que resulte de 

todas las comisiones, intereses, y cargos efectuados consecuencia de la 

aplicación de las cláusulas declaradas abusivas. 

 - A recalcular todas las cuotas restantes que quedan por abonar hasta 

su vencimiento, sin intereses (por eliminación de la cláusula que establece 

el tipo de interés). 

 - A la eliminación de dichas cláusulas, no debiendo aplicarse las 

mismas nunca más, continuando vivo el crédito. 

 Incrementadas estas cantidades con los intereses legales desde el 

momento de cada cobro hasta el dictado de la sentencia, y los procesales a 

partir de esta. 

 Todo ello con expresa cond  

 

 SEGUNDO.- Admitida a trámite la demanda por Decreto la 

Sra. Letrada de la Administración de Justicia, se acuerda  

emplazar a la demandada para que contestara a la demanda 

contra la misma formulada y, haciéndolo en plazo,  en el 



   

 

sentido de oponerse a las pretensiones de la parte actora. A 

continuación se  convocó a las partes a la celebración de la 

audiencia previa. 

  

TERCERO.- Celebrado el acto de audiencia previa, y 

admitiéndose únicamente la prueba documental propuesta por las 

partes se dio por concluido el acto, quedando los autos en la 

mesa de su SSª para dictar la oportuna resolución.  

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 

PRIMERO.- La representación de la parte actora ejercita 

suscrito entre las partes  el  día 19 de mayo de 2017,  por 

entender abusivas las clausulas contenidas en el contrato 

relativa, en primer lugar al interés remuneratorio, comisión 

por disposición de efectivo; facultades de la entidad. (10. 

Modificaciones), comisión de reclamación , y comisión de 

excedido 

 La parte demandada en su escrito de contestación se opone  

a la demanda  alegando  la falta de legitimación pasiva de la 

demandada, por las razones expuestas en su contestación, que 

en aras a una mayor brevedad se dan por reproducidas. 

 

SEGUNDO.- Alega  la parte actora la existencia de falta de 

legitimación pasiva de la misma  alegando que   si bien el 

contrato objeto del presente procedimiento  el contrato ha 

sido suscrito con la entidad  BANKINTER CONSUMER DEFINANCE EFC 

S.A., el 27 de noviembre de 2019 se ha producido la cesión del 

mismo a la entidad  LC Asset 1 S.AR.L., gestionando el mismo 

la mercantil LINK FINANZAS S.L. BANKINTER CONSUMER DE FINANCE 

EFC S.A. y la cesionaria alcanzaron un acuerdo en virtud del 



   

 

cual se ha producido la cesión de la deuda de la tarjeta 

objeto de esta litis a la citada entidad. 

La legitimación, hoy expresamente regulada en el art. 10 

de la L.E.C, exige, como así resulta del tenor literal de tal 

precepto, por lo aquí interesa, que quien comparezca como 

parte sea la titular de la relación jurídico material objeto 

del mismo, de ahí que la apreciación de su falta exige que la 

demandada no aparezca como titular del derecho que intenta 

hacer valer en el ( STS 2 de julio de 2008, con amplia cita de 

precedentes). Esta legitimación sustantiva o ad causam 

constituye por ello no solo un presupuesto procesal sino de la 

propia acción, y en cuanto tal al tratarse de una cuestión que 

al fondo del asunto corresponde, no puede ser nunca examinada 

"a limine litis" sino una vez concluido el proceso en la 

sentencia y según lo alegado y probado en relación a la misma. 

La legitimación procesal constituye un requisito que 

condiciona la eficacia del proceso y se circunscribe a la 

afirmación de la titularidad del derecho y correspondencia 

entre la titularidad afirmada y las consecuencias jurídicas 

pretendidas, esto es, en síntesis, la coherencia de la 

posición subjetiva que se invoca con las peticiones que se 

deducen, ( SS. 31 de marzo de 1.997; 11 de mayo de 2.000; 12 

de mayo y 28 de diciembre de 2.001; 11 de marzo de 2.002; 19 

de abril de 2.003; 13 de febrero y 21 de abril de 2.004; 20 de 

febrero, 30 de marzo, 25 de abril y 24 de noviembre de 2.006, 

entre otras); en cambio, no se extiende a la existencia de la 

titularidad del derecho, situación jurídica o interés 

afirmado, -atribución subjetiva-, que es tema relacionado con 

el fondo del asunto, y que, confundido con el mismo, o de 

examen previo, condiciona la existencia de la acción, y no 

afecta a la eficacia del proceso.  





   

 

Ello es así porque la cesión de contrato exige, según 

reiterada jurisprudencia del TS, recogida entre otras en su 

sentencia de 9 de julio de 2003, con amplia cita de 

precedentes ,"... la transmisión a un tercero de la relación 

contractual, en su totalidad unitaria, presuponiendo, por 

ende, la existencia de obligaciones sinalagmáticas, que en su 

reciprocidad se mantienen íntegramente vivas para cada una de 

las partes, de aquí que tenga el carácter de un contrato 

trilateral, en el que necesariamente han de intervenir -aunque 

en sus efectos tengan distinta proyección-, el cedente, el 

cesionario y el cedido, cuya presencia es inexcusable, a fin 

de prestar su aquiescencia o consentimiento a la cesión, de 

tal manera que si no es así, o sea, si la reciprocidad de 

obligaciones ha desaparecido, por haber cumplido una de las 

partes aquello a lo que venía obligada, podrá haber una cesión 

de crédito, si cede el cumplidor, o una cesión de deuda si 

cede el que no ha cumplido, sin que en tales supuestos sea 

exigible el consentimiento del deudor". 

En tanto que la cesión del crédito la contempla el Código 

civil dentro del contrato de compraventa, artículos 1526 y 

siguientes aunque ciertamente no es una verdadera venta sino 

la cesión que puede tener como causa la venta u otro negocio 

jurídico (así, sentencias de 26 de septiembre de 2002 y 18 de 

julio de 2005) cuyo deudor no ha de consentir el negocio de 

cesión para que pueda llevarse a cabo ( sentencia de 1 de 

octubre de 2001). Su concepto es la sustitución de la persona 

del acreedor por otra respecto al mismo crédito y supone un 

cambio de acreedor quedando el nuevo con el mismo derecho del 

anterior y quedando el antiguo ajeno a la relación crediticia 

( sentencias de 26 de septiembre de 2002 y 18 de julio de 

2005). Es importante, pues, destacar que en la cesión de 

crédito, el cedente queda fuera de la relación jurídica 



   

 

obligacional; su derecho de crédito ha pasado al cesionario. 

Por ello, aquél nada puede reclamar, ya que ningún derecho 

tiene, por haberlo cedido» (STS 1ª 25/01/2008). 

Pues bien, aplicando tal doctrina al supuesto de autos, ha 

de estimarse que lo que se ha producido en el presente caso es 

una cesión de créditos y no de contrato, y como se recoge en 

la sentencia de 11 de junio de 2020 de la sección 5ª de esta 

audiencia donde se dice: " habrá de concluirse que el negocio 

entre la demandada y el tercero es de cesión de crédito (art. 

1.526 CC), supuesto en el cual la relación obligatoria 

permanece incólume afectando tan sólo a la titularidad del 

crédito ( STS 30-4-2007 ) y de donde y entonces que si la 

acción del deudor cedido se dirige a atacar la existencia o 

eficacia del negocio del que deriva el crédito cedido, la 

legitimación pasiva corresponde al contratante cedente del 

crédito, al margen de su esfera de relación con el cesionario 

frente al que se responde de la existencia y legitimidad del 

crédito (art. 1.529 CC); pues para que la cesión sea válida y 

eficaz es preciso tanto que el crédito cedido efectivamente 

exista como que se funde en un título eficaz, de forma que la 

declaración de ineficacia del título se trasmite al negocio de 

cesión con los efectos del precitado art. 1.529 CC( STS 28-10-

2004 y 20-11-2008 )". 

Por lo que no habiéndose subrogado la entidad " LC Asset 1 

S.Á.R.L, " en la posición contractual de la cedente, por 

cuanto lo único que consta acreditado en la cesión del 

crédito, resulta de aplicación al presente lo ya resuelto por 

la sección 5ª de esta audiencia en la sentencia de 11 de junio 

de 2020 y reiterada en la de 19 de mayo de 2021 en el sentido 

de que: "habrá de concluirse que el negocio entre la demandada 

y el tercero es de cesión de crédito ( art. 1.526 CC ), 

supuesto en el cual la relación obligatoria permanece incólume 



   

 

afectando tan sólo a la titularidad del crédito ( STS 30-4-

2007) y de donde y entonces que si la acción del deudor cedido 

se dirige a atacar la existencia o eficacia del negocio del 

que deriva el crédito cedido, como ocurre en el presente caso, 

la legitimación pasiva corresponde al contratante cedente del 

crédito". 

Por todo lo anteriormente expuesto,  procede desestimar la 

falta de legitimación pasiva de la entidad demandada. 

CUARTO.-  Entrando ya al fondo de la cuestión 

controvertida, alega la parte actora la nulidad de la cláusula 

reguladora del interés remuneratorio.  Sobre la cuestión 

relativa a la transparencia de las cláusulas del contrato  , 

la Audiencia Provincial de Asturias, en un asunto idéntico al 

de autos, analiza en sus resoluciones  de fecha 3 de diciembre 

de 2020, 21 de julio de 2021 ( sección 5ª) el devenir 

jurisprudencial sobre la cuestión objeto de estudio, 

, en la sentencia de 27 de marzo de 2.019 , que : "Conforme a 

la jurisprudencia de esta Sala y del TJUE, entre otras SSTS 

241/2013, de 9 de mayo (RJ 2013, 3088), 464/2014, de 8 de 

septiembre (RJ 2014, 4660), 593/2017, de 7 de noviembre (RJ 

2017, 4759) y 705/2015, de 23 de diciembre (RJ 2015, 5714) y 

SSTJUE de 30 de abril de 2.014 (TJCE 2014, 105) (caso Kásler 

), de 21 de diciembre de 2.016 (TJCE 2016, 309) (caso 

Gutiérrez Naranjo ) y de 20 de septiembre de 2.017 (TJCE 2017, 

171) (caso Ruxandra Paula Andricius y otros), el deber de 

transparencia comporta que el consumidor disponga "antes de la 

celebración del contrato" de información comprensible acerca 

de las condiciones contratadas y las consecuencias de dicha 

celebración. De forma que el control de transparencia tiene 

por objeto que el adherente pueda conocer con sencillez tanto 

la carga económica que realmente le supone el contrato 



   

 

celebrado, esto es, el sacrificio patrimonial realizado a 

cambio de la prestación económica que quiere obtener, como la 

carga jurídica del mismo, es decir, la definición clara de su 

posición jurídica tanto en los elementos típicos que 

configuran el contrato celebrado, como en la asignación de los 

riesgos del desarrollo del mismo.  

Respecto de las condiciones generales que versan sobre 

elementos esenciales del contrato se exige una información 

suficiente que pueda permitir al consumidor adoptar su 

decisión de contratar con pleno conocimiento de la carga 

económica y jurídica que le supondrá concertar el contrato, 

sin necesidad de realizar un análisis minucioso y 

pormenorizado del contrato. Esto excluye que pueda agravarse 

la carga económica que el contrato supone para el consumidor, 

tal y como este la había percibido, mediante la inclusión de 

una condición general que supere los requisitos de 

incorporación, pero cuya trascendencia jurídica o económica 

pase inadvertida al consumidor porque se le da un inapropiado 

tratamiento secundario y no se facilita al consumidor la 

información clara y adecuada sobre las consecuencias jurídicas 

y económicas de dicha cláusula en la caracterización y 

ejecución del contrato....".  

Asimismo la reciente sentencia del Tribunal de Justicia la 

Unión Europea de 9 de julio de 2.020, en el ordinal 44, 

señala: "De la jurisprudencia del Tribunal de Justicia resulta 

que la exigencia de transparencia de las cláusulas 

contractuales a las que se refieren los artículos 4 apartados 

2 y 5 de la Directiva 93/13 no puede reducirse exclusivamente 

al carácter comprensivo un plano formal y gramatical de la 

cláusula de que se trate toda vez que el sistema de protección 

establecido por dicha Directiva se basa en la idea de que el 

consumidor se halla en situación de inferioridad respecto al 



   

 

profesional en lo relativo en particular al nivel de 

información, la mencionada exigencia de redacción clara y 

comprensible de las cláusulas contractuales y por tanto de 

transparencia a que obliga la propia Directiva debe 

interpretarse de manera extensiva ( Sentencia de 3 de marzo de 

2020 Gómez del Moral Guasch C-125/18 , EU: C 2020:138, 

apartado 50)". Señalando en el ordinal 45: "Por consiguiente, 

la exigencia de una cláusula contractual debe redactarse de 

manera clara y comprensible se ha de entender también como una 

obligación de que el contrato exponga de manera transparente 

el funcionamiento concreto del mecanismo a que se refiere la 

cláusula de que se trate, así como en su caso la relación 

entre ese mecanismo y el prescrito por otras cláusulas, de 

manera que el consumidor esté en condiciones de valorar , 

basándose en criterios precisos e inteligibles las 

consecuencias económicas que se derivan para el ( Sentencia de 

20 de septiembre de 2017 U, Andricine y otros, C- 186/16,EU: 

C: 2017 /703 , apartado 45)".  

No obstante, el mismo art. 4.2 de la Directiva, permite 

que las condiciones generales o cláusulas predispuestas que 

afecten a los elementos esenciales del contrato, puedan estar 

sometidas a un control de inclusión y de transparencia que 

implica que su redacción ha de ser clara y comprensible. Este 

es el sentido de los arts. 5.5 y 7 de la Ley de Condiciones 

Generales de la Contratación (RCL 1998, 960) y 80.1 del Texto 

refundido de la Ley General para la defensa de Consumidores y 

Usuarios. La transparencia, en relación con el objeto 

principal del contrato, garantiza que el consumidor conozca o 

pueda conocer la carga económica que el contrato supone para 

él y la prestación que va a recibir de la otra parte.  

La STS 9 Mayo 2.013, sobre cláusulas suelo, dio carta de 

naturaleza al denominado control de  transparencia y acabó 



   

 

anulando las cláusulas suelo sobre las que versaba el pleito. 

Por lo que ahora interesa, en la referida sentencia se 

señalaba que las cláusulas suelo formaban parte inescindible 

del precio que debía pagar el prestatario, esto es, definían 

el objeto principal del contrato, por lo que estaban exentas 

del control de contenido que podía llevarse a cabo con el fin 

de determinar el posible carácter abusivo de la cláusula, es 

decir, no se extendía al equilibrio de las contraprestaciones, 

de tal forma que no cabía un control sobre el precio. Ahora 

bien, sí podían ser sometidas al control de transparencia o, 

en términos de la resolución, a un doble control de 

transparencia, superando así el inicial control de inclusión 

al contrato del art. 7 LCGC (RCL 1.998, 960). Ese segundo 

control se aplicaría cuando las cláusulas estaban incorporadas 

a contratos con consumidores y en la medida que se proyectaba 

sobre los elementos esenciales del contrato, suponía que el 

adherente conociese o pudiera conocer, con sencillez, tanto la 

carga económica que suponía para él el contrato celebrado, 

como la carga jurídica, y al tratarse de un parámetro 

abstracto se situaría fuera del ámbito de interpretación 

general del Código Civil (LEG 1889, 27) del denominado "error 

 

QUINTO.- Sobre la cláusula relativa al interés 

remuneratorio,  y  plan de amortización  para este tipo de 

contratos, y volviendo a la Sentencia de la sección 5ª de la 

Audiencia Provincial de Asturias de 3 de diciembre de 2020, 

donde  se aborda de manera profusa un supuesto como el de 

autos, conviene partir de  la definición y características de 

este tipo de contratos. 

ura de crédito, o 

tarjetas), como el de autos son unos contratos en los que se 

dispone de un límite de crédito determinado, que puede 



   

 

devolverse a plazos, a través de cuotas periódicas. Éstas 

pueden establecerse como un porcentaje de la deuda existente o 

como una cuota fija; cuotas periódicas que se pueden elegir y 

cambiar dentro de unos mínimos establecidos por la entidad. 

Su peculiaridad reside en que la deuda derivada del 

crédito se 'renueva' mensualmente: disminuye con los abonos 

que se hacen a través del pago de las cuotas, pero aumenta 

mediante las peticiones de numerario o el uso de la tarjeta 

(pagos, reintegros en cajero), así como con los intereses, las 

comisiones y otros gastos generados, que se financian 

conjuntamente. 

Esta peculiaridad tiene sus consecuencias. Por una parte, 

si se paga una cuota mensual baja respecto al importe de la 

deuda, la amortización del principal se realizará a un plazo 

muy largo, lo que puede derivar en que se tengan que pagar 

muchos intereses. Por otra, hace que no sea posible emitir un 

cuadro de amortización previo (como sí ocurre, por ejemplo, 

cuando se contrata un préstamo), al variar la deuda y, en su 

caso, las cuotas mensuales a pagar. 

Por esta razón, el Banco de España de acuerdo con las 

buenas prácticas bancarias exige a las entidades una especial 

diligencia, concretada en lo siguiente: "Aunque no te 

entreguen un cuadro de amortización, sí deben darte un detalle 

pormenorizado de las operaciones realizadas -con datos de 

referencia, fechas de cargo y valoración, tipos aplicados, 

comisiones y gastos repercutidos...- de forma que se refleje 

la deuda pendiente de la forma más clara posible. 

En los casos en los que la amortización del principal se 

vaya a realizar en un plazo muy largo, deberían facilitarte, 

de manera periódica (por ejemplo, mensual o trimestralmente) 

información sobre: El plazo de amortización previsto, este es, 



   

 

cuando terminarás de pagar la deuda si no se realizasen más 

disposiciones ni se modificase la cuota 

Escenarios ejemplificativos sobre el posible ahorro que 

representaría aumentar el importe de la cuota, y el importe de 

la cuota mensual que te permitiría liquidar toda la deuda en 

el plazo de un año". 

La mayor parte de estas recomendaciones se refieren al 

comportamiento exigido a la entidad crediticia a lo largo de 

la vida del contrato, mientras que aquí estamos analizando la 

posible abusividad por falta de transparencia de la cláusula 

de intereses remuneratorios, establecida en el momento de 

suscripción del contrato, pero aquéllas ponen de relieve lo 

dificultoso que supone para un consumidor medio apercibirse de 

la real carga económica que supone la suscripción del 

contrato. 

En el caso de autos,  esta dificultad resulta patente si 

se atiende al contenido  del contrato  concretamente a la 

determinación del tipo aplicable a las diferentes operaciones, 

de imposible comprensión para alguien que no tenga 

conocimientos financieros, más allá de los tipos de interés 

que van a aplicarse. 

En conclusión, con la simple lectura de las cláusulas 

contractuales, en concreto la relativa al "FORMA DE PAGO " que 

contiene el tipo de interés aplicado, no es posible hacerse 

una idea cabal del coste económico de la transacción. Se trata 

de una cláusula que adolece de falta de transparencia. Es 

decir, se trata de una cláusula abusiva, lo que la convierte 

en nula según el art. 83 TRLGDCU (RCL 2007, 2164 y RCL 2008, 

372)". 



   

 

Precisamente, este es el criterio que subyace en la 

sentencia de la Sala 1ª del Tribunal Supremo de 9 de mayo de 

2.013, confirmada por otras posteriores, sobre la llamada 

cláusula suelo, en el sentido de que, si bien es ésta 

perfectamente lícita y no abusiva en sí misma, dada la 

libertad que tiene el prestamista de fijar el precio del 

préstamo, sin embargo, al afectar al objeto principal del 

contrato, limitando el concepto de variabilidad de los 

intereses y definiendo la retribución que se obliga el 

prestatario a pagar a aquél, deja de serlo si no cumplen el 

requisito de su transparencia, debiendo someterse para ello, 

según dichas resoluciones, a un doble filtro o control de 

transparencia, el primero, que llaman "de inclusión o 

incorporación", que se vincula a la superación de las 

exigencias previstas en el artículo 7 de la Ley de Condiciones 

Generales de la Contratación (RCL 1.998, 960), y el segundo, 

"de transparencia propiamente dicha", que exige que la 

información suministrada permita que el consumidor perciba que 

se trata de una cláusula que define el objeto principal del 

contrato, que incide o puede incidir en el contenido de su 

obligación de pago, y tener un conocimiento real o 

razonablemente completo de cómo juega o puede jugar en la 

economía del contrato. 

Pues bien, los requisitos de transparencia no se cumplen 

en este caso, ya que, siendo la información relativa a la 

cláusula de intereses de las más relevante dentro del 

contrato, resulta que no se destaca lo más mínimo dentro de su 

contenido, pudiendo ser confundida dentro de la profusión de 

datos que contiene, y, por otra parte, siendo el tamaño de la 

letra en la que se redacta el contrato de apenas un milímetro, 

no cumple las exigencias mínimas de la legislación de consumo, 

que siempre ha exigido que la información figure con 



   

 

caracteres legibles, fácilmente visibles e indelebles.  Los 

contratos como este, con cláusulas no negociadas de forma 

individual, deben cumplir con el requisito que señala el 

artículo 80,1, b) del Texto Refundido de la Ley General para 

la Defensa de los Consumidores y Usuarios (RCL 2.007, 2.164 y 

RCL 2.008, 372), de accesibilidad y legibilidad, de forma que 

permita al consumidor y usuario el conocimiento previo a la 

celebración del contrato sobre su existencia y contenido, 

señalando dicho precepto que "en ningún caso se entenderá 

cumplido este requisito si el tamaño de la letra del contrato 

fuese inferior al milímetro y medio o el insuficiente 

contraste con el fondo hiciese dificultosa la lectura." 

En razón a lo expuesto procede estimar que la cláusula 

relativa al propio sistema de amortización revolving no supera 

el control de transparencia, lo que lleva a examinar el 

control de contenido o de abusividad; y así, en la sentencia 

del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 26 de enero de 

2.017, asunto C-421/14 , en el ordinal 64 se señala: "Por lo 

que se refiere, por una parte, a la cláusula 3 del contrato 

controvertido en el litigio principal, relativa al cálculo de 

intereses ordinarios, el órgano jurisdiccional remitente ha 

señalado que, pese a estar comprendida en el ámbito de 

aplicación del artículo 4, apartado 2, de la Directiva 93/13, 

esa cláusula no estaba redactada de manera clara y 

comprensible en el sentido de dicha disposición. En estas 

circunstancias, como señaló el Abogado General en el punto 61 

de sus conclusiones, incumbe al órgano jurisdiccional 

remitente examinar el carácter abusivo de dicha cláusula y, en 

particular, si ésta causa, en detrimento del consumidor de que 

se trate, un desequilibrio importante entre los derechos y las 

obligaciones de las partes del contrato a la luz de las 

consideraciones expuestas en los apartados 58 a 61 de la 



   

 

presente sentencia". En suma esta situación nos autoriza 

conforme la Directiva citada a entrar en el examen del control 

de contenido para determinar si la cláusula referida es 

abusiva. Y en este sentido se observa que como señala la parte 

actora ante la aplicación de los elevados tipos de intereses y 

el pago de cuotas mensuales bajas la amortización del capital 

se prolonga durante años. En suma la oferta que se hace de 

amortización de capital fraccionado en cuotas de baja cuantía 

es notoriamente insuficiente en relación con el saldo 

pendiente al que un consumo ordinario nos lleva, creando la 

idea en el consumidor de que la deuda pueda amortizarse con 

esas cuotas mensuales en un tiempo razonable cuando, como 

señala el Tribunal Supremo en la reciente Sentencia de 4 de 

marzo de 2.020 declaró: " Han de tomarse además en 

consideración otras circunstancias concurrentes en este tipo 

de operaciones de crédito, como son el público al que suelen 

ir destinadas, personas que por sus condiciones de solvencia y 

garantías disponibles no pueden acceder a otros créditos menos 

gravosos, y las propias peculiaridades del crédito revolving, 

en que el límite del crédito se va recomponiendo 

constantemente, las cuantías de las cuotas no suelen ser muy 

elevadas en comparación con la deuda pendiente y alargan muy 

considerablemente el tiempo durante el que el prestatario 

sigue pagando las cuotas con una elevada proporción 

correspondiente a intereses y poca amortización del capital, 

hasta el punto de que puede convertir al prestatario en un 

deudor «cautivo», y los intereses y comisiones devengados se 

capitalizan para devengar el interés remuneratorio". Por lo 

expuesto, procede estimar que la cláusula es abusiva. 

Sentado lo anterior, el paso siguiente consiste en 

determinar si la eliminación de la cláusula referida del 

contrato permite la subsistencia de éste y en este extremo el 



   

 

Tribunal Supremo en la sentencia de 11 de septiembre de 2.019 

, hacía suyas expresamente las conclusiones de la Abogada 

General en dicho asunto cuyo apartado 68 señala: "68. "[..] la 

actitud subjetiva del consumidor hacia él, por lo demás, 

contrato residual que no haya de calificarse de abusivo no 

puede considerarse un criterio decisivo que decida sobre su 

ulterior destino. A mi juicio serían, en cambio, decisivos 

otros factores como por ejemplo la posibilidad material 

objetivamente apreciable de la aplicación subsiguiente del 

contrato. Lo último podría eventualmente negarse cuando, como 

consecuencia de la nulidad de una o de varias cláusulas, 

hubiera desaparecido el fundamento para la celebración del 

contrato desde la perspectiva de ambas partes contratantes. 

Excepcionalmente podría por ejemplo considerarse una nulidad 

total del contrato cuando pudiera darse por supuesto que el 

negocio no se habría realizado sin las cláusulas nulas 

conforme a la voluntad común real o hipotética de ambas partes 

porque la finalidad o la naturaleza jurídica del contrato ya 

no sean las mismas. El examen de si estos requisitos se 

cumplen en el caso concreto corresponde al juez nacional que 

deba aplicar la Directiva 93/13 o su normativa de 

transposición". Ahora bien, la esencialidad del contrato del 

crédito rotativo es la concesión al cliente de una línea de 

crédito hasta un límite cuantitativo que se recalcula con cada 

pago de amortización del capital dispuesto, de forma que no es 

decisivo la forma de amortización del saldo pendiente, y así 

es que la propia entidad ofrece esta modalidad de pago total 

sin intereses y la modalidad de pago aplazado con intereses, 

modalidad esta segunda que se considera decisiva. 

Consecuentemente, y como en el contrato no se contempla la 

opción de pago que no sea aplazado y el sistema de 

amortización diferido en combinación con la reconstitución del 





   

 

admisión a trámite del recurso la constitución del depósito 

previsto en la Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre, 

mediante la consignación en la Cuenta de Depósitos y 

Consignaciones de este Juzgado de la cantidad pertinente, 

prevista en la Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley 

Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. 

Así  por esta mi Sentencia la pronuncio, mando y firmo. 

 

 

 
 

 

 

 
 
 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 
sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 
que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 
las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 
víctimas o perjudicados, cuando proceda. 
 
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 
fines contrarios a las leyes. 
 




